
SEÑOR: 
 
JUEZ CONSTITUCIONAL MUNICIPAL DE BUCARAMANGA (REPARTO) 
 
 
 

 

 

 

VITELBA MORENO, identificada con cédula de ciudadanía N° 63.492.140,  domiciliada en 
la CALLE 69 #10 C43, Barrio Pablo VI, de la ciudad de Bucaramanga actuando en 
representación de mi hija menor de edad, NICOLE SOFÍA PINTO, identificada con tarjeta 
de identidad 1’030.182.129, a través del presente escrito acudo ante su despacho para 
instaurar ACCIÓN DE TUTELA en contra de EPS SALUD TOTAL - SUBSIDIADA a fin de 
obtener la protección de sus derechos fundamentales a: LA SALUD, A UNA VIDA DIGNA 
y a LA IGUALDAD, de acuerdo con los siguientes 
 

I. HECHOS: 
 
PRIMERO: NICOLE SOFÍA PINTO, nació el día 14 de febrero del 2012 en la ciudad de 
Bucaramanga. Producto de una hipoxia perinatal asociada a complicaciones en el parto por 
diabetes en su progenitora, NICOLE SOFÍA desarrolla un retraso mental leve que interfiere 
en su aprendizaje. 
 
SEGUNDO: NICOLE SOFÍA PINTO está matriculada en el colegio EL PILAR SEDE E, 
ubicado en el barrio PABLO VI, de la ciudad de Bucaramanga, donde ha cursado sus 
estudios desde primero primaria en el año 2020. 
 
TERCERO: El día 28 de mayo de 2019, se realiza a NICOLE SOFÍA PINTO, en las 
instalaciones de ASOPORMEN, la prueba Escala Wechsler de Inteligencia para Niños 
WISC IV, arrojando un CI total de 68 puntos, estableciendo que su puntuación total de 
inteligencia se encuentra por debajo de lo esperado para personas de su edad cronológica, 
recomendando intervención de neuropsicología, psicopedagogía, terapia ocupacional y del 
lenguaje, así como psicología.  
 
CUARTO: El día 10 de junio del 2019, NICOLE SOFÍA PINTO es valorada en las 
instalaciones de Health & Safety IPS, por la profesional en psicología DIANA LISETTE 
CABALLERO CARVAJAL, con T.P. 126958, dejando manifiestación dentro de las 
conclusiones y recomendaciones la necesidad de brindar un acompañamiento y supervisión 
permanente en el aula que permita guiar los procesos escolares de NICOLE SOFÍA. 
 
 
QUINTO: En sesión de consulta por psicología con fecha del 21 de noviembre del 2021, 
llevada a cabo por el profesional EDINSON REYNALDO OSORIO TARAZONA, se 
recomienda aumentar la cantidad de sesiones desde todas las áreas terapéuticas, con el 
fin de aumentar las posibilidades de aprendizaje de NICOLE SOFÍA PINTO.  
 
SEXTO: Que actualmente, a raíz de distintas circunstancias agudizadas por la crisis social 
y económica derivada de la emergencia sanitaria por COVID 19, no se cuenta con los 
medios suficientes para poder costear de manera suficiente lo relativo a los transportes y 
demás gastos derivados de las terapias. 
 
Por lo mencionado acudo ante usted señor juez para que tutele mis derechos a la SALUD 
y a LA VIDA DIGNA. 
 
  
 Lo anteriormente descrito, encuentra sus argumentos en los siguientes:  
 

ACCIONANTE: VITELBA MORENO 
ACCIONADO: EPS SALUD TOTAL - SUBSIDIADO 
 
REF: ACCIÓN DE TUTELA PARA PROTEGER EL DERECHO INTEGRAL A LA 
SALUD. 
 



II. FUNDAMENTOS DE DERECHO: 
 
Fundamento esta acción en el artículo 86 de la Constitución Nacional, en el decreto 2591 
de 1991 reglamentario de la acción de tutela y en el artículo 2 del Decreto 306 de 1992.  
 
En lo legal:  
 

• De los derechos Fundamentales: 
 

o Artículo 11 de la Constitución Política de Colombia. 
.  

• Protección al derecho a la salud: 
 

o Artículo 48 de la Constitución Política de Colombia. 
o Artículo 49 de la Constitución Política de Colombia. 
o Artículo 6 de la ley 100 de 1993. 
o Artículo 7 de la ley 100 de 1993. 
o Artículo 8 de la ley 100 de 1993. 

 
 
En lo jurisprudencial:  
 
 
SENTENCIA T- 199/16  
 

Resulta de especial relevancia valorar las condiciones especiales de la persona que 
reclama la protección del derecho presuntamente afectado y en los casos objeto de 
estudio, se debe analizar la edad, la capacidad económica, el estado de salud de 
las accionantes y todo aquello que permita deducir que el mecanismo ordinario no 
resultaría idóneo para obtener la salvaguardia del derecho vulnerado. (Subrayado 
fuera de texto). 

 
SENTENCIA T-212 DE 2011  
 

“la atención médica que deben prestar las EPS debe ser en todos los casos integral 
y completa, incluso en aquellos eventos en los que el médico tratante no haga una 
prescripción específica o no sugiera que se lleve a cabo un determinado tratamiento 
cuando éste parece vital (…) Es posible concluir entonces que, hay eventos en los 
que es necesario que el juez de tutela ordene a la EPS accionada que preste un 
determinado tratamiento o suministre determinados medicamentos o insumos, que 
resultan de vital importancia para el paciente o bien porque de ellos depende su 
vida, o bien porque sin ellos se vulneran sus derechos fundamentales como la 
dignidad humana”. 
 

SENTENCIA T-062/17  
 

“El servicio de transporte no es catalogado como una prestación médica en sí. No 
obstante, se ha considerado por la jurisprudencia constitucional, al igual que por el 
ordenamiento jurídico, como un medio que permite el acceso a los servicios de 
salud, pues, en ocasiones, de no contar con el traslado para recibir lo requerido 
conforme con el tratamiento médico establecido, se impide la materialización de la 
mencionada garantía fundamental (…). 
 
(…) esta Corporación ha sostenido, como se observó en párrafos anteriores y lo ha 
reiterado en sus pronunciamientos, que el servicio de salud debe ser prestado de 
manera oportuna y eficiente, libre de barreras u obstáculos de acceso, por tanto, en 
aquellos casos en que el paciente requiera un traslado que no esté contemplado en 
la citada Resolución y, tanto él como sus familiares cercanos carezcan de recursos 
económicos necesarios para sufragarlo, es la EPS la llamada a cubrir el servicio, en 
la medida en que se pueden generar graves perjuicios en relación con la garantía 
del derecho fundamental a la salud. 
 



(…) Así las cosas, como se observó previamente, si bien el ordenamiento prevé los 
casos en los cuales el servicio de transporte se encuentra cubierto por el 
POS,  existen otros eventos en que, a pesar de encontrarse excluidos, el traslado 
se torna de vital importancia para poder garantizar la salud de la persona, por 
consiguiente, el juez de tutela debe analizar la situación y reiterar que, de 
evidenciarse la carencia de recursos económicos tanto del paciente, como de su 
familia, sumado a la urgencia de la solicitud, resulta obligatorio para la EPS, cubrir 
los gastos que se deriven de dicho traslado, en aras de evitar imponer barreras u 
obstáculos a la garantía efectiva y oportuna del derecho fundamental a la salud”. 
(Subrayado fuera texto). 
 

 SENTENCIA T-487 DE 2014  
 

“Así las cosas, colige la Corte que el principio de integralidad funge como                 
complemento a la normatividad vigente para que la persona reciba una atención de 
calidad   y completa, confinada a mejorar su condición y su estado de salud. Los 
afiliados tienen derecho a que la prestación del servicio sea óptima, en el sentido de 
que los actores del sistema cumplan con la finalidad primordial de éste, es decir, 
brindar una atención oportuna, eficiente y de calidad, en suma “el derecho a la salud 
debe entenderse como un derecho al disfrute de toda una gama de facilidades, 
bienes, servicios y condiciones necesarios para alcanzar el más alto nivel posible 
de salud”. (Subrayado fuera texto). 

 
SENTENCIA T-760 DE 2008: 
  

“La jurisprudencia constitucional, fundándose en la regulación, ha señalado en varias 
ocasiones que toda persona tiene derecho a acceder a los servicios de salud que 
requiera, lo cual puede implicar tener derecho a los medios de transporte y gastos 
de estadía para poder recibir la atención requerida. 
  
(…) Pero no sólo se ha garantizado el derecho al transporte y a otros costos que 
supone el desplazamiento a otro lugar distinto a aquel de residencia, para acceder a 
un servicio de salud requerido. También se ha garantizado la posibilidad de que se 
brinden los medios de transporte y traslado a un acompañante cuando este es 

necesario.” (Negrillas fuera de texto original)  
 
SENTENCIA T-062/17  
 

“Ahora bien, en cuanto a la capacidad económica del afiliado esta Corte ha 
señalado que cuando este afirma que no cuenta con los recursos necesarios 
para asumir los servicios solicitados, lo cual puede ser comprobado por cualquier 
medio, incluyendo los testimonios, se invierte la carga de la prueba. Por 
consiguiente, es la EPS la que debe entrar a desvirtuar tal situación, en la 
medida en que cuenta con las herramientas para determinar si es verdadera o 
no”. (Subrayado fuera texto). 

 
 
SENTENCIA T 409 DE 2019. 
 
Frente al tema, la honorable Corte Constitucional respecto a lo relativo a los transportes 
como medio de acceso al derecho a la salud, ha planteado:  
 

Si bien los asegurados tienen responsabilidades económicas de financiación, 
racionalización y uso del sistema, estas no pueden convertirse en una barrera 
infranqueable para obtener un tratamiento médico y lograr el más alto nivel de salud 
posible. Sus deberes de aporte, no pueden convertirse en un obstáculo para la 
consecución de los servicios médicos que necesiten para mantener o recuperar el 
bienestar físico y mental, según sea el caso. 
 
[…]  
 



la accesibilidad económica de los servicios de salud implica necesariamente eliminar 
las barreras que surgen por la condición socioeconómica de los usuarios . Ha 
entendido que condicionar el acceso a los servicios médicos a la capacidad 
económica para costearlos, reduce las posibilidades de acceso efectivo a ellos de 
toda la población, en condiciones de igualdad.  
 
[…]  
 
de conformidad con las particularidades de cada caso concreto, el juez de tutela 
debe evaluar la pertinencia del suministro del servicio de transporte con cargo al 
sistema de salud, con fundamento en dos variables: la necesidad de aquel para 
contener un riesgo para el usuario y la falta de capacidad económica del paciente y 
su núcleo familiar para costearlo . De ello depende que pueda trasladarse la 
obligación de cubrir los servicios de transporte del usuario al sistema de salud, a 
través de las EPS .  
 
La garantía del servicio de transporte, por vía jurisprudencial, también admite el 
desplazamiento del paciente con un acompañante, siempre que su condición etaria  
o de salud  lo amerite. Para conceder el transporte de un acompañante, es preciso 
verificar que “(iii) El paciente es totalmente dependiente de un tercero para su 
desplazamiento, (iv) requiere atención permanente para garantizar su integridad 
física y el ejercicio adecuado de sus labores cotidianas y (vi) (sic.) ni él ni su núcleo 
familiar cuenten con los recursos suficientes para financiar el traslado”  
 
En ese evento los costos asociados a la movilización de ambas personas, corren 
por cuenta de las EPS.   

 
Por otra parte, resulta igual de importante recordar que en materia probatoria, la Corte 
Constitucional mediante sentencia T 683 del 2001, citada en la mencionada jurisprudencia, 
afirma respecto a la prueba de la incapacidad económica del paciente y su familia que:  
 

[,,,] si bien es el actor quien debe probar su incapacidad económica, basta su afirmación 
en ese sentido para abrir el debate al respecto. Con su aseveración, la carga de la 
prueba se traslada a la EPS, que por la relación que tiene con el usuario, cuenta con 
elementos suficientes para desvirtuar su aseveración ante el juez de tutela. 

 
Así, conforme a la recopilación jurisprudencial desarrollada en el presente acápite, se hace 
evidente que en garantía del derecho fundamental a la salud, la Corte Constitucional ha 
planteado la institución del derecho a la Salud Integral y Completa como un medio para 
brindar al paciente la atención necesaria de manera oportuna y eficiente, sin interponer 
barreras o dilaciones que le permitan acceder al servicio de salud requerido, de igual 
manera se observa cómo dentro de la jurisprudencia analizada se reconoce que, en 
aquellos casos en los que el paciente y su familia, no cuenten con los medios económicos 
necesarios para acceder al servicio de salud, corresponde a las EPS, garantizar los medios 
suficientes para poder recibir la atención necesaria. De esta forma, se hace evidente cómo 
en el caso concreto se tiene una paciente menor de edad, la cual requiere la prestación de 
una serie de terapias intensivas, las cuales suponen un gasto adicional para su familia, que 
como se puede ver en el acápite de pruebas, no cuentan con los recursos económicos 
suficientes para cubrir los gastos que acarrea el traslado periódico a la Institución 
Prestadora de Salud donde se realizan las terapias, de igual forma, se hace evidente la 
necesidad de garantizar un apoyo terapéutico permanente conforme se recomienda en los 
dictámenes médicos aportados, esto con miras a garantizar su derecho fundamental a la 
salud integral. 

 
III. PRETENSIONES: 

 
Con fundamentos en los hechos relacionados, la normatividad citada y el desarrollo 
jurisprudencial realizado en apartes anteriores solicito muy respetuosamente declarar 
mediante sentencia, vulnerados mis derechos fundamentales a la salud (Artículo 49 de la 
constitución política), a la vida digna (Artículo 11 de la Constitución Política) y en 
consecuencia: 
 



1. ORDENAR a EPS SALUD TOTAL cubra los gastos de traslado de NICOLE 
SOFÍA PINTO y su acompañante desde su lugar de residencia hasta las 
instalaciones clínicas donde se realizan las terapias, Clínica Health & Safety IPS, 
ubicada en el barrio Conucos, Av. Gonzalez Valencia #55a – 42, y se ordene el 
pago de este concepto teniendo en cuenta la cantidad de veces que deba ir a 
dicha institución para dichas terapias. 

2. ORDENAR a EPS SALUD TOTAL brindar el acompañamiento de apoyo 
terapéutico, bien sea por terapia ocupacional o por pedagogía, a mi hija 
NICOLLE SOFÍA PINTO. Subsidiariamente, que se garantice su inclusión en el 
programa de modificación de conducta contenido dentro del POS. 

3. ORDENAR a EPS SALUD TOTAL para que preste todos los servicios 
requeridos a NICOLE SOFÍA PINTO con miras a garantizar su derecho 
fundamental a la salud integral.  
 

SUBSIDIARIAMENTE: 
 

1. ORDENAR a EPS SALUD TOTAL, brindar las terapias requeridas para mi hija 
NICOLE SOFÍA PINTO, en su dirección de residencia. 

 
IV. PRUEBAS 

 
Solicito a usted, Señor Juez se sirva tener en cuenta las siguientes pruebas: 
 

1. Historia Clínica emitida por Neuropediatría. Dra. YOLANDA HERNANDEZ 
ESTUPIÑÁN. 

2. Historia clínica por Psiquiatría, emitida por la Clínica San Pablo S.A 
3. Informe evaluación potencial intelectual de fecha 28 de mayo de 2019 emitida por 

ASOPORMEN 
4. Documento de Orientación y Coordinación de la Acción Terapéutica, Plan de Aula, 

de fecha del 30 de julio de 2019 emitido por terapeuta ocupacional ADRIANA 
LASCARRO BARRIOS. 

5. Informe de observación emitido por Health & Safety con fecha de 10 de junio de 
2019.  

6. Historia Clínica emitida por Health and Safety IPS, del 1 de noviembre del 2021. 
7. Historia Clínica de Terapia Física emitida por Health & Safety IPS, con fecha de 13 

de febrero de 2022 
8. Historia Clínica de Terapia Fonoaudiología emitida por Health & Safety IPS, con 

fecha de 23 de febrero de 2022. 
9. Historia Clínica de Terapia Ocupacional emitida por Health & Safety IPS, con fecha 

de 25 de febrero de 2022. 
10. Documento correspondiente a Evoluciones Psicología con radicado de salida 

00077213. 
11. Constancia inscripción a SISBÉN, VITELBA MORENO. 
12. Constancia inscripción a SISBEN, NICOLE SOFÍA PINTO. 
13. Constancia de radicado Dcho. De Petición 0228227845 
14. Respuesta a derecho de petición con número de entrada 0228227845. 

 
V. COMPETENCIA 

 
Es usted competente señor juez por la naturaleza constitución del asunto y por tener 
jurisdicción en el lugar donde ocurrió la vulneración o amenazas de los derechos 
fundamentales invocados, conforme al artículo 37 del decreto 2591 de 1991. 
 

VI. JURAMENTO 
 

Manifiesto bajo la gravedad de juramento que no he presentado ninguna otra tutela con 
fundamento en los mismos hechos y derechos materia de esta acción, según el artículo 37 
del Decreto 2591 e 1991. 

VII. ANEXOS 
1. Registro Civil Nicolle Sofía Pinto.  
2. Cédula Vitelba Moreno. 
3. Documentos relacionados en el acápite de pruebas.  



 
 

VIII. NOTIFICACIONES 
 

1. Las notificaciones al accionante en la CALLE 69 #10 C43 PISO 2, al correo 
electrónico LEDYLASSO8@GMAIL.COM 

2. Las notificaciones a la accionada EPS SALUD TOTAL se realizarán en la dirección 
Carrera 29 No. 51 - 16, Bucaramanga, Santander y al teléfono 607 6438150 

Cordialmente; 

VITELBA MORENO 
 
 
______________________________ 
C.C. 63.492.140  de Bucaramanga 
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2. Historia clínica por Psiquiatría, emitida por la Clínica San Pablo S.A 
 

 
 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



3. Informe evaluación potencial intelectual de fecha 28 de mayo de 2019 emitida por 
ASOPORMEN 

 
 



 
 
 



 
 
 



 
 
 



 
 
 
 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



4. Documento de Orientación y Coordinación de la Acción Terapéutica, Plan de Aula, 
de fecha del 30 de julio de 2019 emitido por terapeuta ocupacional ADRIANA 
LASCARRO BARRIOS. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



5. Informe de observación emitido por Health & Safety con fecha de 10 de junio de 
2019.  

 
 



 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



6. Historia Clínica emitida por Health and Safety IPS, del 1 de noviembre del 2021. 
 
 

 
 
 
 



 
 



 
 



 
 



 
 









 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



7. Historia Clínica de Terapia Física emitida por Health & Safety IPS, con fecha de 13 
de febrero de 2022 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 





 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

8. Historia Clínica de Terapia Fonoaudiología emitida por Health & Safety IPS, con 
fecha de 23 de febrero de 2022. 
 









 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

9. Historia Clínica de Terapia Ocupacional emitida por Health & Safety IPS, con fecha 
de 25 de febrero de 2022. 









 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



10. Documento correspondiente a Evoluciones Psicología con radicado de salida 
00077213. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



11. Constancia inscripción a SISBÉN, VITELBA MORENO. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



12. Constancia inscripción a SISBEN, NICOLE SOFÍA PINTO. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



13. Respuesta Derecho de Petición 0228227845 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



14. Constancia de radicado Dcho. De Petición 0228227845 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



15. REGISTRO CIVIL NICOL SOFIA PINTO. 
 

 



 
16. Cédula Vitelba Moreno. 

 

 
 
 
 


